PAGE  
7

INFORME No. 1/11
PETICIÓN 295-03
ADMISIBILIDAD

SAÚL FILORMO CAÑAR PAUTA

ECUADOR
4 de enero de 2011
I.
RESUMEN

1. El 21 de abril de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República del Ecuador (en adelante “el Estado”, “el Estado ecuatoriano” o “Ecuador”) por la falta de esclarecimiento judicial de los hechos que rodearon la desaparición y posterior muerte, el 26 de noviembre de 1998, de Saúl Filormo Cañar Pauta (en adelante “la presunta víctima”).  Alegaron que el Estado no habría actuado con la debida diligencia para responder ante los hechos e investigar y sancionar a los responsables de la desaparición y muerte de la presunta víctima.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, a la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado.  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles en vista de que se habría incumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) del mismo Tratado y en aplicación del principio iura novit curia los artículos 3 y 16 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana, el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, notificar a las partes y ordenar su publicación en el Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número P295-03 y tras efectuar un análisis preliminar, el 8 de diciembre de 2003 la CIDH procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30 del Reglamento.  El Estado presentó sus observaciones el 18 de mayo de 2004, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  La CIDH recibió las observaciones de los peticionarios el 9 de mayo de 2006, las cuales fueron trasladadas al Estado.
5. El 27 de marzo de 2007 la Comisión recibió un escrito de información adicional de los peticionarios, el cual fue transmitido al Estado para sus observaciones.  El 28 de agosto de 2009 la Comisión, de conformidad con el artículo 30(5) del Reglamento, solicitó información actualizada al Estado.  El 24 de septiembre de 2009 los peticionarios presentaron información actualizada, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones.  El 9 de noviembre y 3 de diciembre de 2009 el Estado solicitó prórrogas, la cuales fueron concedidas por la Comisión.  El 4 de enero de 2010 el Estado presentó su escrito de observaciones finales, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

6. Los peticionarios señalan que Saúl Filormo Cañar Pauta era dirigente de la Cooperativa de Vivienda 14 de enero y de la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Clasistas Unitarias de Trabajadores (CEDOCUT), en cuya calidad apoyó y lideró a un grupo de personas que iban a ser desalojadas de la hacienda Salento, que previamente habían invadido, en el cantón de La Maná, provincia del Cotopaxi.  Señalan además que la presunta víctima conformó el sindicato de trabajadores de la empresa tabacalera de la localidad, en cuya calidad encabezó los reclamos presentados por los habitantes de los recintos La Esperanza, La Soledad, Tres Coronas y El Zapotal contra la referida empresa tabacalera por el cierre de un camino público que les impedía el acceso a sus viviendas.
7. Alegan que el 26 noviembre de 1998 Saúl Filormo Cañar Pauta asistió a una reunión en el Ministerio de Bienestar Social en la ciudad de Quito tras lo cual, se dirigiría a la Cooperativa 14 de Enero donde nunca habría llegado.  Señalan que en vista de lo anterior Mélida Bravo Ruilova, la conviviente de la presunta víctima, acudió a la policía donde le informaron que debía esperar 48 horas para poder denunciar la desaparición.  Indican que pasado el lapso de 48 horas Saúl Filormo Cañar Pauta no había regresado a su vivienda por lo que el 30 de noviembre de 1998 su conviviente interpuso una denuncia por desaparición en la que indicó que la presunta víctima siempre tenía por costumbre y como medida de seguridad avisar a dónde se dirigía y con que personas se encontraba.
8. Los peticionarios indican que el 3 de diciembre de 1998 en la ciudad de Lacatunga, provincia del Cotopaxi, a 100 kilómetros de Quito, un obrero del municipio encontró en el río un saco de yute con un cadáver en su interior con las manos y pies atados y señales de haber sido torturado.  Señalan que a pesar de la difusión que tuvo en los medios de comunicación la noticia de la desaparición de Saúl Filormo Cañar Pauta, únicamente fue hasta el 7 de diciembre de 1998 que la Policía informó a la familia del hallazgo del cadáver.  Alegan que el protocolo de necropsia indica que la presunta víctima murió por asfixia a causa de estrangulamiento y que el cadáver presenta múltiples lesiones producidas por golpes directos y contundentes.
9. Alegan que el Presidente de la CEDOCUT declaró ante los medios de comunicación que habría recibido una llamada telefónica de personas que se encontraban con la presunta víctima al momento de su desaparición, quienes indicaron que a las 13:30 horas del 26 de noviembre de 1998 la presunta víctima fue interceptada en el sector de Villaflora en la ciudad de Quito por ocho personas armadas no identificadas que se movilizaban en dos vehículos jeeps azules marca Toyota.  Los testigos, quienes no proporcionaron sus nombres por motivos de seguridad ya que habrían sido amenazados de muerte, informaron que uno de los sujetos no identificado dijo “mi coronel este es el hijo de p… que buscamos” y seguidamente procedieron a golpearlo y subirlo a la fuerza a uno de los vehículos.
10. Los peticionarios indican que el 9 de diciembre de 1998 el Juzgado Segundo de lo Penal del Cotopaxi ordenó que se levante auto cabeza de proceso y se instruya sumario contra los autores, cómplices y encubridores de la muerte de Saúl Filormo Cañar Pauta.  Alegan que en el transcurso de las investigaciones la Policía emitió informes en los que planteó diversas hipótesis sobre la muerte de la presunta víctima y que en su último informe de 13 de abril de 1999 habría concluido que los responsables eran personas que viven en el cantón de La Maná, ya que la presunta víctima se habría ganado muchos enemigos por su trabajo contra la compañía tabacalera Corporación San Juan.
11. Señalan que el 19 de abril de 1999 el Ministro de Defensa remitió un informe al Defensor del Pueblo en el que indicó que, según información de pobladores de La Maná, en la zona operan grupos de sicarios que trabajan en la compañía tabacalera y que además en esa zona existe una asociación denominada Junta de Defensa del Campesinado de Pangua, la cual agrupa 1700 personas.  Indican que el informe señaló también que los trabajadores de la compañía se niegan a colaborar en la investigación del presente caso por haber recibido amenazas por parte del administrador.  Alegan además que en el marco de las investigaciones el Presidente de CEDOCUT habría proporcionado a la Policía la placa de uno de los vehículos que interceptó a Saúl Filormo Cañar Pauta, el cual se logró establecer pertenecía a un jeep azul marca Toyota de la compañía tabacalera y que además habría sido visto en dicha compañía en el desarrollo de una diligencia de investigación.  Indican además que se creó una Comisión dirigida por un Diputado, la cual tuvo el apoyo del Gobierno Nacional, sin embargo solo se adelantaron una serie de actuaciones iniciales para dar a conocer su conformación y posteriormente no se tuvo conocimiento de su labor, ni emitió un pronunciamiento final.
12. Los peticionarios alegan que el 4 de abril de 2002 el Juzgado Segundo de lo Penal de Cotopaxi dictó auto de sobreseimiento provisional del proceso en vista de que si bien se pudo comprobar la existencia del delito, el Juzgado señaló que
[…] jamás se pudo sindicar a persona alguna porque mientras en las conclusiones policiales inicialmente se indica tendencias incriminatorias, luego concluían que simplemente eran hipótesis o en su defecto no se aseguraba absolutamente nada.  O también si en los informes de indagación policial se concretaban datos que generaban pistas, cuando éstas se judicializaban existía silencio o retractaciones; lo que significa que el ente superior nacional pese a ejercer una actividad legítima, ésta fue en definitiva tremendamente ineficiente.
13. Indican que el auto de sobreseimiento subió en consulta obligatoria y el 25 de septiembre de 2002 la Primera Sala de la Corte Superior de Lacatunga confirmó la decisión de primera instancia y puntualizó que el juez de primera instancia desplegó un importante esfuerzo a fin de recabar la mayor cantidad de elementos probatorios a fin de esclarecer el caso y que no ha existido “seguimiento y profundidad” en las investigaciones de la Policía Judicial, “por cuya deficiencia ha sido imposible que el juzgador pueda encontrar elementos incriminatorias sobre alguna persona en particular”.
14. Los peticionarios alegan que transcurridos cinco años de que se dictó sobreseimiento provisional, el 22 de enero de 2007 el Juzgado Segundo de lo Penal de Cotopaxi dictó auto de sobreseimiento definitivo, el cual subió en consulta y el 13 de febrero de 2007 la Corte Superior de Justicia de Lacatunga confirmó la decisión.  Alegan que de conformidad con la legislación procesal ecuatoriana, ante dicha decisión no procede ningún recurso.
15. Los peticionarios destacan que la decisión del Juzgado Segundo de lo Penal de Cotopaxi señaló que “se acepta una inadecuada administración de justicia, con la defectuosa prestación de servicios que generó en una resolución en la que no se arriba a las finalidades de la administración de justicia […] [m]ás todavía cuando la prestación de este servicio conlleva un ejercicio monopólico que no tiene otra alternativa, por lo que el particular forzosamente tendrá que asumir la competencia de éstos órganos de justicia ordinaria, por lo que ocasionaría mayor daño si no se recibe una respuesta correcta frente a las expectativas puestas”.  Finalmente, el Juzgado concluyó en primer término que su resolución servirá como título indemnizatorio a fin de que los familiares de la presunta víctima presenten una demanda ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo únicamente para obtener la reparación correspondiente, en vista de que el daño ya se encuentra establecido; en segundo término dispuso que el Estado asuma la consecución del funcionamiento de la Comisión que se conformó para el esclarecimiento de los hechos y finalmente dejó a salvo el derecho de los familiares de proseguir sus acciones ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
16. En suma, los peticionarios alegan que por los hechos del presente caso el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado.
17. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, los peticionarios alegan que dichos recursos habrían sido agotados y que con el fallo definitivo dictado por la Corte Superior de Justicia de Lacatunga el 13 de febrero de 2007, los hechos habrían quedado en la impunidad.
B.
Posición del Estado
18. El Estado alega que el reclamo es inadmisible ya que al momento que los peticionarios presentaron la petición ante la Comisión no se habían agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna, según exige la Convención Americana.  Concretamente, el Estado alega que el 4 de abril de 2002 el juez de primera instancia dictó auto de sobreseimiento provisional confirmado por la Corte Superior de Lacatunga en vista de que no se pudo individualizar a los responsables de los delitos cometidos de conformidad con el artículo 242 del Código de Procedimiento Penal, vigente en la época.
19. Asimismo, el Estado sostiene que de conformidad con el artículo 249 del Código de Procedimiento Penal de 1983 “el sobreseimiento provisional del proceso suspende la sustanciación del mismo durante cinco años […].  Estos plazos se contaran desde la fecha de expedición del respectivo auto de sobreseimiento”.  En este sentido, alega que la petición se presentó ante la Comisión cuando el proceso se encontraba suspendido provisionalmente por lo que no se habrían agotado los recursos de jurisdicción interna.
20. Finalmente, el Estado alega que de la revisión específica del proceso penal adelantado por la muerte de Saúl Filormo Cañar Pauta se demuestra que se practicaron todas las diligencias probatorias conforme a derecho y en observancia del debido proceso.  En vista de los argumentos anteriores el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición de referencia.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
21. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, a quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde 28 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

22. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  
23. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  La Comisión observa que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas entró en vigencia para Ecuador el 27 de julio de 2006, por lo tanto la CIDH tiene competencia ratione temporis respecto de la obligación contemplada en su artículo I.b, en virtud de la naturaleza continuada de la falta de esclarecimiento del delito de desaparición forzada.  Asimismo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura entró en vigencia para Ecuador el 9 de noviembre de 1999, es decir con posterioridad a los hechos materia del reclamo.  Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tiene competencia ratione temporis para aplicar la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a la obligación de investigar y sancionar los presuntos hechos de tortura y la presunta denegación de justicia por los hechos ocurridos con posterioridad a su ratificación.
24. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

25. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.
26. Según el artículo 31 del Reglamento de la Comisión y lo establecido por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

27. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dado que los peticionarios presentaron el reclamo cuando el proceso penal se encontraba suspendido provisionalmente.  Por su parte los peticionarios alegan que los recursos internos se encontrarían agotados pero que los mismos no habrían sido eficaces.
28. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión considera que los hechos expuestos por los peticionarios se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada por el Estado mismo.  Cabe notar que en el presente caso consta que la pareja de la presunta víctima denunció la desaparición y se abrió una investigación por los hechos.

29. La Comisión nota que habiendo transcurrido más de nueve años de ocurridos los hechos materia del reclamo, la investigación penal habría sido sobreseída definitivamente el 22 de enero de 2007, decisión que fue confirmada el 13 de febrero de 2007, sin que se haya identificado a presuntos autores o establecido la responsabilidad penal de alguna persona.  Al respecto, la Comisión observa que la efectividad de la investigación realizada por la Policía Judicial fue cuestionada y señalada como defectuosa por los propios tribunales internos.
30. La Comisión nota que si bien el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal de 1983, bajo el cual se tramitó la investigación penal, establecía que el auto de sobreseimiento definitivo era susceptible del recurso de apelación, la efectividad de dicho recurso habría dependido de que los familiares de las víctimas aportasen elementos probatorios que habrían permitido a la Fiscalía formular una nueva acusación
.  Al respecto, la Corte Interamericana ha señalado con relación a la obligación de investigar que la misma “debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad”
.  En suma, la Comisión considera que el impulso de los procesos internos en casos como el presente, no debe depender de la iniciativa de los familiares de las presuntas víctimas.

31. En vista de lo anterior, la Comisión considera que la decisión de 13 de febrero de 2007 mediante la cual, la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Cotopaxi confirmó el auto de sobreseimiento definitivo agotó los recursos de jurisdicción interna por lo que el reclamo de los peticionarios satisface el requisito establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
2. Plazo de presentación de la petición

32. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el presente caso, la petición fue recibida el 21 de abril de 2003 y la última decisión adoptada en el fuero interno fue dictada el 13 de febrero de 2007, por lo tanto la Comisión considera que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

33. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

34. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de la falta de esclarecimiento judicial de los hechos que rodearon la desaparición y posterior muerte, podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial protegidos en el artículos 8 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.  Asimismo.
35. En cuanto a los reclamos de los peticionarios relativos a la presunta violación de los derechos a la vida, la integridad personal y la libertad personal protegidos en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, la Comisión observa que los alegatos planteados así como la presunta violación del deber de prevención y garantía del Estado respecto de dichos derechos requieren de un análisis de fondo bajo los estándares de la Convención Americana.
36. Asimismo, en aplicación del principio iura novit curia, corresponde a la Comisión establecer en la etapa de fondo la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica y la libertad de asociación previstos en los artículos 3 y 16 de la Convención en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  La Comisión también considerará iura novit curia en la etapa de fondo, la presunta violación del artículo 5 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de la presunta víctima.
V.
CONCLUSIONES
37. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 3, 4, 5, 7, 8, 16 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana, el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
38. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 3, 4, 5, 7, 8, 16 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención, el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y los artículos 2 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Aprobado por la Comisión a los 4 días del mes de enero de 2011.  ((Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil Miembros de la Comisión. 
� Ver artículo 31(3) del Reglamento y Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 64.
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